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De nuevo los conflictos surgidos en el seno de la familia tras la ruptura de la pareja son las cuestiones 
que más se repiten.

16.3
CAPÍTULO 01. MENORES EN OTRAS 
ÁREAS TEMÁTICAS

BALANCE DEL DEFENSOR

1. El Defensor del Pueblo Andaluz 
ante la crisis económica
...

Las situaciones de exclusión afectan con especial dureza a los menores que integran el 50% de los 
hogares en esta situación y se triplican en relación a las personas inmigrantes. Los hogares con hijos 
son significativamente más pobres que los demás y la distancia entre unos y otros se ha triplicado en 
los últimos 8 años. Actualmente uno de cada cuatro niños en Andalucía vive en riesgo de pobreza y las 
desigualdades son más evidentes en el caso de la población infantil , que están creciendo.

...

CAPÍTULO 01. IV EDUCACIÓN

01.IV.1.3
Escolarización del alumnado
...

Una especial referencia hemos de realizar respecto de la escolarización de menores en acogimiento familiar.
(Quejas 14/1687, 14/1688, 14/1689, 14/1691, 14/1692, 14/1694, 14/1695 y 14/1696). Los acogimientos 
familiares se pueden formalizar en cualquier época del año, por lo que no es infrecuente que se realicen 
una vez comenzado el curso escolar. A partir de aquí, es lógico que las familias acogedoras pretendan la 
escolarización de los acogidos en los colegios más cercanos a sus domicilios, o bien en aquellos a los que 
asistan sus otros hijos e hijas. 

Independientemente de las peculiaridades de cada caso, los reclamantes de las quejas mostraban su 
discrepancia con el hecho de que, solicitada la escolarización en un centro docente concreto, dándose 
las circunstancias antes señaladas, la Delegación Territorial competente les había denegado la petición, 
alegando la inexistencia de vacantes, y considerando improcedente la ampliación de la ratio.

http://defensordelmenordeandalucia.es/content/tres-menores-en-acogimiento-familiar-se-escolarizan-en-el-mismo-centro-docente
http://defensordelmenordeandalucia.es/content/finalmente-la-menor-se-escolariza-en-el-colegio-solicitado-por-la-familia-en-acogimiento
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Este proceder choca frontalmente con la especial protección que los poderes públicos deben otorgar a la 
infancia más vulnerable. En efecto, han de procurar a las personas menores que se han encontrado o se 
encuentran en situación de desventaja, sea cuales sean los motivos de ésta (físicos, psicológicos, económicos, 
familiares, etc.), todos aquellos medios que le permitan la superación de aquellas circunstancias que han 
dificultado o dificultan su desarrollo personal y social pleno. 

Recordemos que estos menores son objeto de una medida de protección y, previamente, han sido 
declarados en desamparo por el imposible o inadecuado ejercicio de los deberes parentales de su familia 
biológica. Pero en todo caso, para los supuestos de acogimiento, aunque la guarda y custodia la ostenten 
la familia acogedora, la tutela de los menores recae en el Ente público protector de menores de Andalucía.

Por ello, en el ámbito educativo, se ha de dar una respuesta adecuada a las circunstancias específicas de 
cada alumno o alumna que presenta este tipo de dificultades, lo que también hace necesario la adopción 
de medidas organizativas flexibles que permitan una escolarización igualmente adecuada.

Así mismo, consideramos que, en supuestos como los señalados, tanto por su escaso número como 
por la especiales circunstancias personales de los menores y de sus respectivas familias acogedoras o 
adoptivas, es necesario un tratamiento diferenciado y específico en cuanto a los otros supuestos en los 
que de manera más habitual se vienen planteando la necesidad de autorizar una ampliación de ratio. En 
definitiva, lo que demandamos es una mayor flexibilidad en la interpretación de la normativa aplicable, si 
bien siempre dentro de los límites legales impuestos.

Pero es más, en estos supuestos se cumplen los requisitos para autorizar la ampliación de la ratio (artículo 
87.2 de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de Mayo, de Educación) por ser alumnos de incorporación tardía. Así 
mismo, también nos parece que es posible la ampliación de la ratio como medida de apoyo específico y 
de carácter compensatorio en aplicación del artículo 80 de la Ley Orgánica anteriormente señalada.

Por otro lado, comprobamos que esta interpretación de las normas de escolarización sólo afecta a la 
provincia de Cádiz sin que, al parecer, la misma se extienda a otras provincias andaluzas.

Con todo, los hechos descritos ponen de manifiesto una falta de coordinación entre los organismos 
territoriales competentes en materia de protección de menores y educación, respectivamente, de Cádiz. 
Y es que los técnicos especialista de protección de menores aconsejan la escolarización del acogido en 
centros cercanos al domicilio de la familia acogedora o en aquellos donde estudien otros miembros para 
facilitar su integración. Se impone, por tanto, la necesidad de un análisis conjunto y detallado del tratamiento 
integral que se ha de procurar a los menores que son objeto de tutela por la Junta de Andalucía, así como 
el de contribuir con las familias de acogidas o adoptivas a procurarles los medios necesarios para lograr 
la plena integración social del menor y su pleno desarrollo como personas.

La Dirección General de Planificación y Centros comparte nuestro planteamiento, por lo que ha dado 
las instrucciones oportunas a las distintas Delegaciones Territoriales, de modo que cuando la familia de 
acogida tuviera otros menores ya escolarizados en el centro donde realiza la solicitud, y éste no dispusiera 
de plaza para el acogido, se estará al principio de agrupamiento familiar, pudiéndose incrementar la ratio 
hasta un 10 por 100.

...
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01.IV.1.5
Convivencia en los centros escolares
 

Con la aprobación del Decreto 19/2007, de 23 de enero, por el que se adoptan medidas para la promoción 
de la cultura de paz y la mejora de la convivencia en los centros educativos sostenidos con fondos públicos, 
así como la Resolución de 26 de septiembre de 2007, se dotó a la comunidad educativa de un instrumento 
clave en el que habían de desenvolverse todos los programas y acciones necesarias para promover la 
convivencia pacífica en los centros educativos y detener, disminuir, y prevenir cualquier manifestación de 
violencia.

Posteriormente, tras la aprobación del reglamento orgánico de los institutos de Educación secundaria 
(Decreto 327/2010), se requería de un nuevo desarrollo normativo en el que se concretara el marco 
específico para la elaboración del plan de convivencia de los centros, y la actualización de los protocolos 
de actuación antes mencionados, lo que vino a establecerse en la Orden de 20 de junio de 2011, sobre 
medidas para la promoción de la convivencia en los centros docentes sostenidos con fondos públicos y 
se regula el derecho de las familias a participar en el proceso educativo de sus hijos e hijas.

En 2014, se consolida la tendencia que desde entonces se viene observando por esta Institución en cuanto 
a la disminución progresiva del número de quejas referidas a supuestos de acoso que se producen en 
el ámbito educativo. De este modo, las reclamaciones más frecuentes se refieren a discrepancias con las 
medidas disciplinarias impuestas en el contexto de los expedientes que atañan a conductas contrarias a 
las normas de convivencia de los centros docentes.

En cuanto a las quejas relativas a supuestos graves de violencia y presuntos casos de acoso escolar, hemos 
de aludir a la queja 14/76, en la que la interesada nos trasladaba su comprensiva preocupación porque 
su hijo había sido víctima de varias agresiones físicas que podrían haber sido muy graves, por parte de un 
compañero. Según señalaba, por el equipo directivo del centro docente se le había informado de que el 
presunto agresor padecía síndrome de asperger (en tratamiento psicológico), si bien el colegio no contaba 
con los recursos que serían necesarios para poder dar un trato adecuado a dicho alumno, por lo que, 
hasta el momento, tan sólo había sido posible la aplicación de las normas de convivencia del centro y la 
adopción de las medidas educativas legalmente previstas.

En opinión de la interesada –lo que compartíamos- no solo resultaba necesario garantizar la integridad 
física y emocional de su hijo, sino la del resto de compañeros y compañeras, a los que también había 
llegado a amenazar con agresiones similares a las protagonizadas.

Del informe enviado por la Delegación Territorial de Sevilla se deducía que el centro había adoptado una 
serie de medidas conducentes a evitar cualquier tipo de incidentes, habiendo informado de las mismas a las 
respectivas familias. Se había insistido en la necesidad de extremar la observación y vigilancia del alumnado 
en los cambios de clase de manera que siempre hubiera un profesor presente en esos momentos, así 
como en los periodos de recreo en los que pueden darse situaciones de menor control.

Respecto al alumno agresor, efectivamente, se encontraba escolarizado conforme a la propuesta recogida 
en su dictamen de escolarización, y era objeto de tratamiento por el centro, en base a las orientaciones que 
se indicaban en su informe de evaluación psicopedagógica. Asimismo, en cuanto a las sanciones impuesta, 
el director había ejercido la competencia que le atribuye el Decreto 327/2010, teniendo en cuenta las 
condiciones personales del alumno. Concluía el informe señalando que se realizaría un seguimiento de 
las actuaciones llevadas a cabo por el colegio, y se comprobaría el progreso de la situación.

Ofrecimos la posibilidad a la interesada de que nos pusiera en conocimiento de cualquier otro episodio 
que pudiera ocurrir. Sin embargo, no volvimos a tener noticias suyas, entendiendo que las medidas que 
se adoptaron dieron los resultados positivos que se pretendían.
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Por último, mencionar que también hemos podido atender a quejas que se referían al cuestionable 
comportamiento de algún docente en el ejercicio de sus funciones, como en la queja 14/2790, en la que 
se requería nuestra colaboración a efectos de que se investigara la presunta agresión que había sufrido 
el hijo del reclamante. En este caso, fuimos informados de que, investigados los hechos denunciados 
por parte del servicio de inspección y, comprobada la veracidad de los mismos, se procedió a imponer la 
sanción correspondiente, de manera que al docente agresor se le había suspendido de empleo y sueldo 
por el tiempo que establecía la norma.

CAPÍTULO 01. VI IGUALDAD DE GÉNERO

01.VI.2.7 
Educación y personas menores

Durante 2014, el área de Menores y Educación ha tramitado un total de 25 expedientes de quejas cuya 
temática, con carácter transversal, se encuentra relacionada -en mayor o menor medida- con cuestiones 
que inciden en el principio de igualdad de género.

Todas las quejas señaladas, a pesar de sus singularidades, tienen características comunes que permiten 
su análisis en tres grupos. El primero de ellos englobaría aquellas cuestiones relacionadas con el derecho 
a la Educación; el segundo estaría compuesto por los asuntos concernientes al derecho de familia, y por 
último, estarían aquellos expedientes que ponen de relieve las dificultades de mujeres con cargas familiares 
para el sustento de la familia.

En el ámbito educativo nos encontramos con quejas de madres que demandan la aplicación de las normas 
sobre escolarización establecidas para las víctimas de violencia de género. Son casos en los que, iniciado el 
curso escolar, las madres solicitan el cambio de colegio de sus hijos a otro centro más cercano al domicilio 
familiar o al lugar donde se encuentren provisionalmente, una vez obtenida la orden de alejamiento del 
agresor y reconocida su condición de víctima de violencia de género. El problema radica en la inexistencia 
de plazas en el nuevo centro escolar demandado (queja 14/3459).

Por otro lado, la mayoría de las quejas en este ámbito están relacionadas con el derecho de familia. Son 
frecuentes las reclamaciones, tanto de mujeres como de hombres que cuestionan el trato recibido en 
sede judicial por su condición de varón o hembra. En el caso de los hombres, muchos se lamentan que, 
por denuncias falsas de sus exparejas, se les impida o dificulte el contacto con sus hijos (queja 14/1455, 
queja 14/2194, queja 14/2223, queja 14/3307, queja 14/4014, queja 14/4067, queja 14/4068, queja 14/443, 
queja 14/5711, queja 14/5833, queja 14/332, entre otras).

Dentro de los posibles motivos de conflictos que surgen tras la ruptura de la pareja, el ejercicio del derecho 
de visitas por el maltratador adquiere una especial singularidad. 

Esta Institución, con ocasión del Informe especial sobre “menores expuestos a violencia: víctimas con 
identidad propia” abordó esta problemática e incidió en la necesidad de resolver siempre en interés 
superior del menor y, sobre todo, de escuchar al menor antes de adoptar una decisión sobre el régimen 
de visitas. Asimismo, en dicho trabajo pusimos de relieve la conveniencia, en los casos de malos tratos, 
de efectuar por los Puntos de Encuentro Familiar un seguimiento exhaustivo sobre el desarrollo de las 
visitas del maltratador con sus hijos.

http://defensordelmenordeandalucia.es/content/menores-expuestos-violencia-de-g%C3%A9nero-v%C3%ADctimas-con-identidad-propia
http://defensordelmenordeandalucia.es/content/menores-expuestos-violencia-de-g%C3%A9nero-v%25C3%25ADctimas-con-identidad-propia
http://defensordelmenordeandalucia.es/content/menores-expuestos-violencia-de-g%C3%A9nero-v%25C3%25ADctimas-con-identidad-propia
http://defensordelmenordeandalucia.es/content/menores-expuestos-violencia-de-g%C3%A9nero-v%25C3%25ADctimas-con-identidad-propia



